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SENTENCIA DEL 29 DE FEBRERO DE 2024, NÚM. SCJ-PS-24-0327

Sentencia impugnada:	 Cámara Civil y Comercial de la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, del 18 
de enero de 2023.

Materia:	 Civil.

Recurrente:	 Kirssy Albania Polanco.		

Abogada:	 Licda. Rosario López Guerrero.	

Recurrido:	 Rafael Durán Gómez.	

Juez ponente:	 Samuel Arias Arzeno.

Decisión: Casa.

 

EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA

La PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, com-
petente para conocer de los recursos de casación en materia civil y 
comercial, regularmente constituida por los magistrados Pilar Jiménez 
Ortiz, presidente, Justiniano Montero Montero, Samuel Arias Arzeno y 
Vanessa Acosta Peralta, miembros, asistidos del secretario general, en 
la sede de la Suprema Corte de Justicia, ubicada en Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, en fecha 29 de febrero de 2024, año 
181.° de la Independencia y año 161.° de la Restauración, dicta la 
siguiente sentencia:

En ocasión del recurso de casación interpuesto por Kirssy Albania 
Polanco, por intermediación de la Lcda. Rosario López Guerrero; cuyas 
generales constan en el expediente. 
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En este proceso figura como parte recurrida Rafael Durán Gómez, 
quien no se hizo representar ante este tribunal.

Contra la sentencia civil núm. 449-2023-SSEN-00005, dictada por 
la Cámara Civil y Comercial de la Corte de Apelación del Departamento 
Judicial de San Francisco de Macorís, en fecha 18 de enero de 2023, 
cuyo dispositivo copiado textualmente dispone lo siguiente:

Primero: En cuanto al fondo, la Corte actuando por autoridad pro-
pia, rechaza el recurso de apelación, y confirma en todas sus partes la 
sentencia civil marcada con el número 454-2021SSEN-00410 de fecha 
30 del mes de junio del año 2021, dictada por la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de María Trinidad Sánchez, por los motivos expuestos. Segundo: Se 
ponen las costas del procedimiento a cargo de la masa a partir y las 
declara privilegiadas a favor de los Licdos. Oliver Antonio Rojas y Ros-
mery Mata Duarte, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

VISTOS TODOS LOS DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN EL 
EXPEDIENTE:

A) Constan: a) el memorial de casación de fecha 15 de marzo de 
2023; y b) los actos de emplazamiento núm. 182/2023 y 183/2023, 
instrumentados el 16 de marzo de 2023, por el ministerial Wilman 
Albert Castillo Tejeda, ordinario de la Cámara Civil del Juzgado de Pri-
mera Instancia del María Trinidad Sánchez.

B) Este expediente fue remitido de la secretaría general a la secre-
taría de esta Sala el 28 de junio de 2023.  Conforme al artículo 26 de 
la Ley 2-23, del 17 de enero de 2023, la comunicación del recurso al 
Ministerio Público y su dictamen no son necesarios para el conocimien-
to y fallo del presente recurso de casación. Asimismo, en virtud de las 
facultades conferidas por el artículo 29 de la misma Ley, esta Primera 
Sala prescinde de la celebración de audiencia.

LA PRIMERA SALA, DESPUÉS DE HABER DELIBERADO: 

1)	 En el presente recurso de casación figura como recurrente 
Kirssy Albania Polanco, y como recurrido Rafael Durán Gómez. Del 
contenido de la sentencia impugnada y de los documentos a que ella se 
refiere se verifica que: a) Rafael Durán Gómez incoó una demanda en 
partición de los bienes procreados durante el matrimonio, contra Kirssy 
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Albania Polanco, la cual fue acogida por la Cámara Civil, Comercial y 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ma-
ría Trinidad Sánchez, conforme a la sentencia núm. 454-2021-SSEN-
00410, de fecha 30 de junio de 2021; luego de rechazar un medio de 
inadmisión por prescripción sometido por la parte demandada; b) la 
demandada apeló esa decisión, invocando a la alzada en sustento de su 
recurso, la prescripción de la demanda en partición, pero su recurso fue 
rechazado por la corte a qua mediante la sentencia ahora impugnada 
en casación.

Sobre la ausencia de actuaciones procesales de la parte recurrida

2)	 Según el artículo 22 de la ley 2-23 sobre Procedimiento de 
casación La parte recurrida depositará el original de su memorial de 
defensa con constitución de abogado en la secretaría general de la 
Suprema Corte de Justicia, que contendrá sus medios de defensa, ex-
cepciones o presentará recurso de casación incidental o alternativo, 
así como los documentos en que sustente sus medios, en un plazo 
no mayor de diez (10) días hábiles a contar de la fecha del acto de 
emplazamiento. Párrafo I.- El memorial de defensa y el inventario de 
documentos que hubieren sido depositados, será notificado al abogado 
de la parte recurrente dentro de los tres (3) días hábiles a partir del 
depósito indicado en este artículo. Párrafo II.- La notificación del me-
morial deberá ser depositada en la secretaría general de la Suprema 
Corte de Justicia dentro de los cinco (5) días hábiles de su fecha de 
notificación al abogado recurrente. Párrafo III.- A falta de depósito en 
la secretaría general de la Suprema Corte de Justicia del original del 
memorial de defensa con constitución de abogado o del original del 
acto de notificación en los plazos señalados, se considerará a la parte 
recurrida en defecto, el cual será pronunciado en el fallo, quedando 
desechado del expediente el memorial de defensa que se hubiere de-
positado. Párrafo IV.- No procederá el defecto si el acto de notificación 
del memorial de defensa es depositado antes de intervenir el fallo del 
recurso. 

3)	 En este caso, la verificación de los documentos que compo-
nen el expediente permite comprobar que la parte recurrente notificó 
el  recurso de casación y emplazó a la parte recurrida a comparecer 
ante esta jurisdicción, mediante los actos núm. 182/2023 y 183/2023, 



Boletín Judicial núm. 1359 • Primera Sala • Suprema Corte de Justicia

1347

Se
gu

nd
a 

Sa
la

www.poderjudicial.gob.do

instrumentados el 16 de marzo de 2023 por el ministerial Wilman Albert 
Castillo Tejeda, ordinario de la Cámara Civil del Juzgado de Primera 
Instancia del María Trinidad Sánchez. El primer acto fue notificado en 
la calle Emilio Conde núm. 56, de la ciudad de Nagua, provincia María 
Trinidad Sánchez, donde tienen su oficina los Lcdos. Oliver Antonio Ro-
jas Ortega y Rosmery Mata Duarte, quienes figuraron como abogados 
de la parte recurrida en las instancias anteriores.

4)	 El segundo acto fue notificado a Rafael Durán Gómez, en la 
autopista Nagua-Cabrera, s/n, del paraje Caño Azul, colorado, del 
distrito municipal de la entrada del municipio de Cabrera, provincia 
María Trinidad Sánchez, domicilio del indicado señor, lugar en el que fue 
recibido el acto por Laura Joaquín, quien dijo ser su secretaria.

5)	 En ese tenor, a pesar de la notificación correcta del emplaza-
miento llevado a cabo por la parte recurrente en casación, no figura en 
el expediente que la parte recurrida, Rafael Durán Gómez depósitare 
de constitución de abogado, memorial de defensa  como tampoco la 
notificación de esta actuación a su contraparte, por lo que en virtud 
del artículo 22 de la Ley 2-23, antes transcrito, se debe pronunciar el 
defecto en su contra, tal y como se hará constar en el dispositivo.    

Sobre los presupuestos de admisibilidad del recurso de 
casación

6)	 Es preciso señalar que el artículo 92 de Ley núm. 2-23, del 17 
de enero de 2023, de Recurso de Casación dispone que: En lo relativo al 
plazo para recurrir y los presupuestos de admisibilidad, esta ley no ten-
drá aplicación respecto de los recursos de casación interpuestos contra 
sentencias dictadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta 
ley, cuyos recursos en tales aspectos seguirán regulados por la antigua 
Ley núm.3726, del 29 de diciembre de 1953, sobre Procedimiento de 
Casación y sus modificaciones; en esa virtud, tomando en cuenta que, 
si bien el presente recurso fue depositado el 15 de marzo de 2023, es 
decir luego de la entrada en vigencia de la comentada norma legal, la 
sentencia impugnada en casación fue dictada en fecha 18 de enero de 
2023, cuando la novedosa norma no había entrado en vigencia, por lo 
que en este caso los aspectos relativos a la admisibilidad del recurso se 
encuentran sometidos al régimen de la antigua Ley núm. 3726-53.
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7)	 Luego de haber revisado los documentos que integran el ex-
pediente abierto en casación esta jurisdicción no advierte la existencia 
de una causa de inadmisibilidad del presente recurso, sujeta a control 
oficioso conforme al régimen legal aplicable.

Valoración de las pretensiones de las partes y los medios de 
casación invocados

8)	 La recurrente pretenden la casación total y con envío de la 
sentencia impugnada y, subsidiariamente, que esta jurisdicción dicte 
sentencia directa sobre el caso, y en apoyo a sus pretensiones invoca 
los siguientes medios de casación: primero: desnaturalización de los 
hechos de la causa, de la norma y del derecho; segundo: violación a la 
ley en virtud de lo que dispone los artículos 68 y 69 de la Constitución 
de la República Dominicana, el artículo 108 del Código Civil dominicano, 
y los artículos 44 y 45 de la Ley 834 del 15 de julio de 1978, además de 
la sentencia núm. 2015/2019 dictada por la Suprema Corte de Justicia.

9)	 En el desarrollo de su segundo medio de casación, conocido 
con prelación por resultar útil a la solución que se dará al caso, la parte 
recurrente alega, en suma, que la corte hizo una errónea interpretación 
y aplicación del derecho al rechazar su inadmisión por prescripción sus-
tentada en que la demanda en partición interpuesta por su contraparte 
fue lanzada luego del vencimiento del plazo de dos años a partir de la 
publicación del divorcio establecido en el artículo 815 del Código Civil, 
bajo el sustento de que entre los bienes a partir existen inmuebles, ya 
que la referida circunstancia no justifica la inaplicación de la prescrip-
ción establecida en el citado texto legal.

10)	  El fallo recurrido se sustenta en los motivos que se transcriben 
textualmente a continuación:

Que, el artículo 815 del Código Civi1, (Modificado por la Ley 935 del 
25 de junio de 1935, G. O. 4806,  SCJ, 1era. Sala, sentencia del 31 de 
julio de 2019.) establece que: “A nadie puede obligarse a permanecer 
en estado de indivisión de bienes y siempre puede pedirse la parti-
ción, a pesar de los pactos y prohibiciones que hubiere en contrario 
Puede convenirse, sin embargo, en suspender la partición durante un 
tiempo limitado; pero este convenio no es obligatorio pasados cinco 
años, aunque puede renovarse. Sin embargo, la acción en partición de 
comunidad por causa de divorcio, prescribirá a los dos años a partir de 
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la publicación de la sentencia, si en este término no ha sido intentada 
la demanda (…) Que, si bien es cierto, que el citado texto legal dispone 
de un plazo de dos años para que una de las partes demande en par-
tición de los bienes de la comunidad, el cual parte desde el día de la 
publicación de la sentencia de divorcio (documento de publicidad que 
no se encuentra depositado en el expediente); no menos cierto es, que 
la Suprema Corte de Justicia, al respecto, ha establecido como criterio 
jurisprudencial que: “la disolución de la comunidad matrimonial se pro-
duce con la publicación de la sentencia de divorcio mediante transcrip-
ción de la misma en los registros del estado civil”; que igualmente ha 
sostenido la jurisprudencia, que según el artículo 815 del Código Civil, 
el cónyuge conservará lo que tenga en su posesión cuando vencidos 
los dos años de la publicación de la sentencia de divorcio, no ha sido 
efectuada la liquidación y partición de la comunidad; que el punto de 
partida de ese plazo es la fecha de transcripción de la sentencia de 
divorcio en los Registros del Estado Civil (...) Considerando, que del 
análisis de los textos precedentemente transcritos, se infiere que el 
incumplimiento de la publicación de la sentencia de divorcio, solo da 
lugar al pago de una multa, lo cual no ocurre ante la inobservancia de 
la disposición del artículo 19 de la citada ley, relativa al pronunciamien-
to del divorcio, ya que su quebrantamiento tiene como consecuencia 
la pérdida del beneficio de la sentencia obtenida, contrario a la falta de 
publicación que solo conlleva una sanción pecuniaria y en ese sentido, 
ha sido juzgado por esta Sala Civil y Comercial de la Suprema Corte 
de Justicia “que el punto de partida para hacer correr el plazo de dos 
años a que hace mención el citado Art. 815 del Código Civil, inicia a 
partir del pronunciamiento y no de la publicación”.6 Sin embargo, Es 
preciso acotar, que es criterio de la 1era. Sala de la Suprema Corte de 
Justicia (el cual comparte esta Corte de Apelación) que cuando se trate 
de un bien inmueble registrado a nombre de ambos cónyuges o en el 
que figure solo uno de ellos como titular del derecho, pero su estado 
civil establezca que se encuentra casado, el plazo de prescripción es-
tablecido en el mencionado artículo 815, no tiene ninguna aplicación, 
debido a que estos derechos por efecto del Principio IV de la Ley núm. 
108-05 de Registro Inmobiliario, de fecha 23 de marzo de 2005, dis-
pone: “Todo derecho registrado de conformidad con la presente ley es 
imprescriptible y goza de la protección y garantía absoluta del Estado 



Boletín Judicial núm. 1359 • Primera Sala • Suprema Corte de Justicia

1350

www.poderjudicial.gob.do

“.7Que, constituyen hechos no controvertidos que el presente caso se 
persigue la partición de bienes inmuebles registrados. Que, habiendo 
quedado establecido, tal como ha sido consignado precedentemente, 
que la acción en partición de bienes intentada por el señor Rafael Durán 
Gómez, pretende la división de tres inmuebles registrados de conformi-
dad con ley, y por aplicación e interpretación del Principio IV de la Ley 
núm. 108-05 de Registro Inmobiliario y del criterio jurisprudencial de 
la Suprema Corte de Justicia el cual comparte esta Corte de Apelación, 
procede rechazar el medio inadmisión fundado en la prescripción se-
ñalada en el artículo 815 del Código Civil, por no aplicarse dicho texto 
legal cuando se persigue la partición de bienes inmuebles registrado 
(como ocurre en el presente recurso), por vía de consecuencia procede 
confirmar la sentencia recurrida. Que, el artículo 40 numeral 15 de la 
Constitución de la República, positiviza en nuestro ordenamiento jurí-
dico el “Principio de la Razonabilidad o Racionalidad”, al establecer: “A 
nadie se le puede obligar a hacer lo que la ley no manda ni impedírsele 
lo que la ley no prohíbe. La ley es igual para todos: No puede ordenar 
más de lo que es justo y útil para la comunidad ni puede prohibir más 
que lo que perjudica

6) El punto en discusión radica en la aplicabilidad o no del plazo 
prescriptivo de dos años para someter la acción en partición de los 
bienes de la comunidad, de cara a los principios y atribuciones que 
favorecen el derecho de propiedad sobre los bienes inmuebles.

11)	  Se debe establecer que el artículo 815 del Código Civil dispone 
que: A nadie puede obligarse a permanecer en el estado de indivisión 
de bienes, y siempre puede pedirse la partición, a pesar de los pac-
tos y prohibiciones que hubiere en contrario. Puede convenirse, sin 
embargo, en suspender la partición durante un tiempo limitado; pero 
este convenio no es obligatorio pasados cinco años, aunque puede re-
novarse. Sin embargo, la acción en partición de comunidad por causa 
de divorcio prescribirá a los dos años a partir de la publicación de la 
sentencia, si en este término no ha sido intentada la demanda. Se 
considerará, que la liquidación y partición de la comunidad, después 
de la disolución del matrimonio por el divorcio, ha sido efectuada, si 
dentro de los dos años que sigan a la publicación de la sentencia de 
divorcio, ninguno de los cónyuges asume la condición de parte diligente 
para hacerla efectuar. Cada cónyuge conservará lo que tenga en su 
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posesión. Para las acciones en partición de comunidad por causa de 
divorcio, pronunciados y publicados con anterioridad a la presente ley 
y que no se hubiesen iniciado todavía, el plazo de dos años comenzará 
a contarse desde la fecha de la publicación de esta ley.

12)	 En cuanto al tema tratado, esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia, mediante sentencia núm. 89 del 8 de mayo de 2013, 
se pronunció en el sentido de que “una vez vencido el plazo de los 
dos años establecido en el artículo 815 del Código Civil, el cónyuge 
a nombre de quien figure registrado el inmueble por ante el Registro 
de Títulos es quien conservará la propiedad exclusiva del mismo, in-
dependientemente de que mantenga su posesión material o no; que, 
esta regla solo encuentra su excepción cuando ambos cónyuges figuran 
como copropietarios en el certificado de título (…)”, inclinándose pos-
teriormente por admitir una segunda excepción a la prealudida regla, 
para el caso en que “el certificado de título haya sido emitido durante la 
vigencia del matrimonio a nombre de uno solo de los esposos, pero que 
conste que está casado, presupuesto en el cual se presume la copropie-
dad de ambos sobre el inmueble en cuestión, y no aplica la prescripción 
extintiva contemplada por el referido artículo 815 del Código Civil”.

13)	   Posteriormente, mediante la sentencia civil núm. 2170 del 
31 de agosto de 2021, esta Sala adoptó la postura de que la finalidad 
del artículo 815 del Código Civil es establecer un término a la partición 
de bienes por causa de divorcio y reconocer por la inacción de las 
partes en el tiempo previsto (2 años), una partición presumida entre 
los exesposos con todos los efectos y consecuencias que de ello se 
deriva, principalmente pone fin a la comunidad de bienes, de modo que 
se logre reemplazar el derecho indeterminado que cada cónyuge tenía 
antes de la división sobre una cuota de la comunidad, por un dere-
cho concreto sobre aquellos bienes (muebles e inmuebles) o derechos 
determinados.

14)	 En virtud de lo anterior, se debe concluir entonces que, si lue-
go de la publicación de la sentencia de divorcio una de las partes no 
demanda la partición en el plazo de los dos años establecido en el indi-
cado artículo 815 del Código Civil, se presume un abandono o renuncia 
inequívoca de sus derechos respecto de los bienes de la comunidad, 



Boletín Judicial núm. 1359 • Primera Sala • Suprema Corte de Justicia

1352

www.poderjudicial.gob.do

debido a que nadie puede ser obligado a permanecer en estado de 
indivisión.

15)	 En adición a lo anterior, ha sido juzgado por esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia que la presunción establecida por el 
artículo 815 del Código Civil es una presunción irrefragable, por la cual 
se incurre en una caducidad si se deja transcurrir el plazo prefijado en 
dicho artículo, sin que se haya ejercido la acción en partición; que para 
que la prescripción establecida en ese texto legal se cumpla es preciso 
que haya transcurrido el plazo estipulado, sin que en efecto se hubiese 
intentado dentro de ese plazo la demanda en partición.

16)	 En virtud de lo previamente expuesto, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia, en relación al caso concreto analizado, aco-
ge el presente recurso de casación y en consecuencia casa la sentencia 
impugnada para que la corte de envío proceda a analizar si la demanda 
en partición de bienes interpuesta en la especie se encontraba prescrita 
al tenor de las disposiciones del art. 815 del Código Civil, ya que el 
razonamiento de la alzada de que el plazo de dos años para demandar 
la partición de los bienes de la comunidad matrimonial no prescribe en 
caso de inmuebles registrados, no solo resulta incorrecto, sino también 
contrario a la presunción de partición establecida en el citado art. 815 
del Código Civil. 

17)	 Cuando la sentencia es casada por falta de base legal, falta o 
insuficiencia de motivos, desnaturalización de los hechos o por cual-
quier otra violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento esté 
a cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas al tenor 
del numeral 2 del artículo 55 de la Ley núm. 2-23, sobre Recurso de 
Casación.

Por tales motivos, la PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA, por autoridad y mandato de la ley y en aplicación de las dis-
posiciones establecidas en la Constitución de la República, los artículos 
4 y 5 de la Ley núm. 3726-53, sobre Procedimiento de Casación, de 
fecha 29 de diciembre de 1953, modificada por la Ley núm. 491-08; 
1, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 13, 16, 19, 21, 23, 26, 28, 29, 30, 34, 36, 39, 41, 
54, 55, 75 y 92 de la Ley núm. 2-23, del 17 de enero de 2023, sobre 
Recurso de Casación; artículos 12 y 13 de la Ley 339-22, del 21 de 
julio de 2022, que habilita y regula el uso de medios digitales para los 
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procesos judiciales y procedimientos administrativos del Poder Judicial; 
815 del Código Civil.

FALLA:
PRIMERO: PRONUNCIA el defecto en contra de la parte recurrida, 

Rafael Durán Gómez, por no haber producido sus actuaciones procesa-
les en casación. 

SEGUNDO: CASA íntegramente la sentencia civil núm. 449-2023-
SSEN-00005, dictada por la Cámara Civil y Comercial de la Corte de 
Apelación del Departamento Judicial de San Francisco de Macorís, en 
fecha 18 de enero de 2023, en consecuencia, retorna la causa y las 
partes al estado en que se encontraban antes de dictarse la indicada 
sentencia y, para hacer derecho, las envía por ante la Cámara Civil y 
Comercial de la Corte de Apelación del Departamento Judicial de La 
Vega, por los motivos expuestos.

TERCERO: COMPENSA las costas del procedimiento.

Firmado: Pilar Jiménez Ortiz, Justiniano Montero Montero, Samuel 
Arias Arzeno y Vanessa Acosta Peralta.

ESTA SENTENCIA HA SIDO DICTADA CON EL VOTO DISIDEN-
TE DEL MAGISTRADO JUSTINIANO MONTERO.

Con el debido respeto y la consideración que merecen los compañe-
ros magistrados que representan la mayoría en esta decisión, dejamos 
constancia de nuestra disidencia por entender que lo procedente es 
rechazar el recurso de casación, partiendo de que la sentencia im-
pugnada es cónsona con el ordenamiento jurídico sobre base de los 
argumentos que se esbozan a continuación.

1)	 La contestación que nos ocupa se originó en ocasión de una 
demanda en partición de bienes de la comunidad interpuesta por el 
recurrido contra la recurrente, la cual fue acogida por el tribunal de pri-
mer grado, previo a desestimar un medio de inadmisión de la demanda 
por prescripción. En ocasión de un recurso de apelación interpuesto por 
la parte demandada primigenia la alzada decidió rechazar el referido 
recurso y confirmar la sentencia apelada, según la sentencia núm. 449-
2023-SSEN-00005, de fecha 18 de enero de 2023, objeto del presente 
recurso de casación.
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2)	 Del examen de la sentencia impugnada se advierte que para 
fallar en el sentido que lo hizo la corte a qua consideró lo siguiente: 

“(…) Que, el artículo 815 del Código Civi1, (Modificado por la Ley 
935 del 25 de junio de 1935, G. O. 4806,  SCJ, 1era. Sala, sentencia 
del 31 de julio de 2019.) establece que: “A nadie puede obligarse a per-
manecer en estado de indivisión de bienes y siempre puede pedirse la 
partición, a pesar de los pactos y prohibiciones que hubiere en contra-
rio Puede convenirse, sin embargo, en suspender la partición durante 
un tiempo limitado; pero este convenio no es obligatorio pasados cinco 
años, aunque puede renovarse. Sin embargo, la acción en partición de 
comunidad por causa de divorcio, prescribirá a los dos años a partir de 
la publicación de la sentencia, si en este término no ha sido intentada 
la demanda (…) Que, si bien es cierto, que el citado texto legal dispone 
de un plazo de dos años para que una de las partes demande en par-
tición de los bienes de la comunidad, el cual parte desde el día de la 
publicación de la sentencia de divorcio (documento de publicidad que 
no se encuentra depositado en el expediente); no menos cierto es, que 
la Suprema Corte de Justicia, al respecto, ha establecido como criterio 
jurisprudencial que: “la disolución de la comunidad matrimonial se pro-
duce con la publicación de la sentencia de divorcio mediante transcrip-
ción de la misma en los registros del estado civil”; que igualmente ha 
sostenido la jurisprudencia, que según el artículo 815 del Código Civil, 
el cónyuge conservará lo que tenga en su posesión cuando vencidos 
los dos años de la publicación de la sentencia de divorcio, no ha sido 
efectuada la liquidación y partición de la comunidad; que el punto de 
partida de ese plazo es la fecha de transcripción de la sentencia de 
divorcio en los Registros del Estado Civil (...) Considerando, que del 
análisis de los textos precedentemente transcritos, se infiere que el 
incumplimiento de la publicación de la sentencia de divorcio, solo da 
lugar al pago de una multa, lo cual no ocurre ante la inobservancia de 
la disposición del artículo 19 de la citada ley, relativa al pronunciamien-
to del divorcio, ya que su quebrantamiento tiene como consecuencia la 
pérdida del beneficio de la sentencia obtenida, contrario a la falta de 
publicación que solo conlleva una sanción pecuniaria y en ese sentido, 
ha sido juzgado por esta Sala Civil y Comercial de la Suprema Corte 
de Justicia “que el punto de partida para hacer correr el plazo de dos 
años a que hace mención el citado Art. 815 del Código Civil, inicia a 
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partir del pronunciamiento y no de la publicación”.6 Sin embargo, Es 
preciso acotar, que es criterio de la 1era. Sala de la Suprema Corte de 
Justicia (el cual comparte esta Corte de Apelación) que cuando se trate 
de un bien inmueble registrado a nombre de ambos cónyuges o en el 
que figure solo uno de ellos como titular del derecho, pero su estado 
civil establezca que se encuentra casado, el plazo de prescripción es-
tablecido en el mencionado artículo 815, no tiene ninguna aplicación, 
debido a que estos derechos por efecto del Principio IV de la Ley núm. 
108-05 de Registro Inmobiliario, de fecha 23 de marzo de 2005, dis-
pone: “Todo derecho registrado de conformidad con la presente ley es 
imprescriptible y goza de la protección y garantía absoluta del Estado 
“.7Que, constituyen hechos no controvertidos que el presente caso se 
persigue la partición de bienes inmuebles registrados. Que, habiendo 
quedado establecido, tal como ha sido consignado precedentemente, 
que la acción en partición de bienes intentada por el señor Rafael Durán 
Gómez, pretende la división de tres inmuebles registrados de conformi-
dad con ley, y por aplicación e interpretación del Principio IV de la Ley 
núm. 108-05 de Registro Inmobiliario y del criterio jurisprudencial de 
la Suprema Corte de Justicia el cual comparte esta Corte de Apelación, 
procede rechazar el medio inadmisión fundado en la prescripción se-
ñalada en el artículo 815 del Código Civil, por no aplicarse dicho texto 
legal cuando se persigue la partición de bienes inmuebles registrado 
(como ocurre en el presente recurso), por vía de consecuencia procede 
confirmar la sentencia recurrida. Que, el artículo 40 numeral 15 de la 
Constitución de la República, positiviza en nuestro ordenamiento jurí-
dico el “Principio de la Razonabilidad o Racionalidad”, al establecer: “A 
nadie se le puede obligar a hacer lo que la ley no manda ni impedírsele 
lo que la ley no prohíbe. La ley es igual para todos: No puede ordenar 
más de lo que es justo y útil para la comunidad ni puede prohibir más 
que lo que perjudica (…)”.

3)	 Al amparo de la sentencia objeto de casación la contestación 
versa en el sentido de si el régimen de prescripción previsto por el 
artículo 815 del Código Civil aplica para bienes registrado en ocasión de 
la disolución del matrimonio regido por la comunidad legal de bienes.

4)	 En cuanto a la situación procesal en cuestión nuestra postura 
tiene por objeto defender que no es posible concebir en el estado actual 
de nuestro derecho la doctrina jurisprudencial expuesta por la mayoría 
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de esta Corte de Casación por ser contraria al ordenamiento jurídico 
constitucional y desconocer las características del sistema Torrens. 

5)	  La decisión de la mayoría, con la cual no comulgamos, acoge 
el recurso de casación atendiendo al cambio de criterio asumido me-
diante sentencia núm. 2170/2021, de fecha 31 de agosto de 2021, 
bajo el entendido de que el plazo establecido por el artículo 815 del 
Código Civil debe ser extendido a todos los bienes que conforman la 
comunidad de bienes fomentada por los esposos, sin distinción de su 
tipología; criterio que se encuentra detallado en los motivos que se 
encuentran transcritos en otro apartado de esta decisión.

6)	 La transcripción in extenso del artículo 815 del Código Civil, en 
lo que atañe al debate suscitado, reza de la manera siguiente: (…) Sin 
embargo, la acción en partición de comunidad por causa de divorcio 
prescribirá a los dos años a partir de la publicación de la sentencia, si 
en este término no ha sido intentada la demanda. Se considerará, que 
la liquidación y partición de la comunidad, después de la disolución del 
matrimonio por el divorcio, ha sido efectuada, si dentro de los dos años 
que sigan a la publicación de la sentencia de divorcio, ninguno de los 
cónyuges asume la condición de parte diligente para hacerla efectuar. 
Cada cónyuge conservará lo que tenga en su posesión…

7)	 Un elemental recuento histórico nos pone en contexto de la 
transición, en tanto que trazabilidad del tema objeto de análisis y su 
perspectiva evolutiva en nuestro país, respecto a la imprescriptibilidad 
de los derechos registrados como evolución acentuada en torno a ese 
instituto, lo cual deriva en una trayectoria afianzada hasta nuestros 
días. Es decir, las disposiciones del texto citado en ningún caso pueden 
aplicar en materia de inmueble registrado, conforme la argumentación 
que se expone a continuación.

8)	 La República Dominicana al aflorar en los albores de la historia 
como nación independiente adoptó el Código Civil Francés de 1804 
promulgado a finales de la revolución francesa, el cual instauraba el 
sistema de propiedad inmobiliaria ministerial francés. Conforme ese 
sistema todos los derechos eran susceptibles de prescripción adqui-
sitiva por aplicación de los artículos 2262 hasta el 2279 del Código 
Civil, lo cual abarcaba tanto muebles como inmuebles. Sin embargo, 
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fue marcada una evolución en el que los inmuebles registrados pasaron 
a ser dotados de un estatuto particular. 

9)	 Constituye una premisa de singular trascendencia para poder 
entender la evolución del derecho inmobiliario dominicano y su contex-
to normativo que en un primer momento imperaba un sistema informal 
en el que las operaciones inmobiliarias no se encontraban sujetas a 
formalidad alguna de registro para la transferencia del derecho de pro-
piedad, hasta el 21 de julio de 1890, fecha de promulgación de la Ley 
núm. 2914, sobre Registro y Conservaduría de Hipoteca, con la que 
entra efectivamente en funcionamiento el sistema ministerial con los 
riesgos que entrañaba.

10)	 En 1911 fue  promulgada la Ley 1911, sobre División de Te-
rrenos Comuneros, la cual, pese al avance que representó, no resolvía 
la crisis inmobiliaria existente en el país en cuanto a la salvaguarda 
de un sistema efectivo de registro de la propiedad que contara con 
una propiedad registrada como producto de las reglas de depuración 
que representa el saneamiento como institución que aparece en otra 
fase de la evolución, conforme veremos en el desarrollo del discurrir 
evolutivo que será expuesto más adelante.

11)	 El 1ero. de julio de 1920 se dictó la Orden Ejecutiva núm. 511, 
que concibió el sistema Torrens en nuestro ordenamiento jurídico, par-
tiendo de la presunción de exactitud resultante del procedimiento de 
saneamiento y final adjudicación de la propiedad, mediante la emisión 
de un certificado de título que acredite la existencia del derecho a quien 
corresponda, de naturaleza imprescriptible, con las debidas garantías 
que se deriva desde el punto de vista de la seguridad jurídica como 
protección institucional. Podemos afirmar con la certeza incuestionable 
de verdad absoluta como orden jurídico inmanente que, a partir de la 
indicada fecha, no es posible sustentar que la propiedad regulada bajo 
el esquema enunciado le aplique el régimen de prescripción de acción 
en la que se persigue un reclamo de la copropiedad, ya sea producto 
de un divorcio o de una situación ordinaria en la que se procure poner 
término a una proindivisión inmobiliaria cualquiera. 

12)	 Posteriormente, en el marco afianzado de una evolución pro-
gresiva del sistema registral, el 11 de octubre de 1947 fue sancionada 
la Ley núm. 1542, de Registro de Tierras, consagrando tajantemente 
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el artículo 175 la reiteración de la imprescriptibilidad del derecho de 
propiedad inmobiliaria una vez asentados en el registro. 

13)	 En la etapa final de la evolución de la institución objeto de 
estudio fue promulgada la vigente Ley núm. 108-05, de Registro In-
mobiliario, de fecha 23 de marzo de 2005, la cual nueva vez consagra 
tal imprescriptibilidad en el Principio IV de la manera siguiente: “Todo 
derecho registrado de conformidad con la presente ley es imprescripti-
ble y goza de la protección y garantía absoluta del Estado”.

14)	 Conforme la evolución enunciada se deriva que nuestro siste-
ma registral queda en el marco regulatorio bajo el tamiz de dos situa-
ciones sobre la propiedad inmobiliaria, una que refiere a lo establecido 
en el Código Civil y la ley sobre terrenos comuneros, susceptible de 
ser adquirida por prescripción, y la otra que concibe la propiedad como 
imprescriptible, según las reglas del sistema registral y de acuerdo 
con la Ley 108-05, sobre Registro Inmobiliario, para los inmuebles que 
hayan sido objeto de saneamiento; sanear un inmueble significa que 
una vez depurada la propiedad que otrora hubiese sido no registrada 
pasa a convertirse en registrada, sometida a las reglas de especialidad, 
autenticidad, publicidad y de imprescriptibilidad que el esquema vigen-
te desde el año 1920 postula como consagración histórica afianzada.

15)	 La situación expuesta explica en esencia por qué en el pasado 
había sido establecido mediante precedente de esta Sala que el referi-
do párrafo del artículo 815 del Código Civil tenía aplicación en la Francia 
post revolucionaria, debido a que en aquella legislación no existía una 
forma de determinación clara del derecho de propiedad de una perso-
na; sin embargo, la situación en la República Dominicana es distinta 
a la francesa en ese aspecto cuando se trata de inmueble registrado 
que pasó del sistema Ministerial al sistema Torrens. En ese sentido, la 
característica del certificado de título concede al propietario situaciones 
jurídicas muy particulares, conforme la explicación precedente. 

16)	 En el ámbito de nuestro derecho los artículos 2228 al 2235 del 
Código Civil, relativos a la prescripción adquisitiva, aluden a la posesión 
como corolario capaz de devenir en derecho de propiedad en el ámbito 
exclusivo del Código Civil, cuya noción ha sido concebida como “la ocu-
pación o el goce de una cosa o de un derecho que tenemos o ejercemos 
por nosotros mismos, o por otro que tiene la cosa o ejerce el derecho 
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en nuestro nombre”. El artículo 21 de la Ley núm. 108-05, en lo que 
respecta a dicha institución establece que, para fines de saneamiento, 
hay posesión cuando una persona tiene un inmueble bajo su poder a 
título de dueño o por otro que ejerce el derecho en su nombre. 

17)	 La Ley núm. 108-05 acoge las modalidades de trasmisión del 
derecho de propiedad contenidos en el derecho común para llegar al 
registro como producto de un saneamiento, sin embargo, establece a 
su vez como requisito indispensable para el surgimiento de los efectos 
jurídicos del derecho el registro como única forma de hacerlo oponible 
a todo el mundo, estableciendo una presunción legal de exactitud erga 
omnes, no admitiendo prueba en contrario, tal y como lo establece el 
artículo 90 del mismo cuerpo normativo al disponer que “el registro es 
constitutivo y convalidante del derecho, carga o gravamen registrado. 
El contenido de los registros se presume exacto y esta presunción no 
admite prueba en contrario...”.

18)	 Conforme las situaciones expuestas es preciso señalar que 
ciertamente el derecho de propiedad constitucionalmente protegido, 
al igual que ocurre con todos los derechos fundamentales, no se trata 
de un derecho absoluto dada las limitaciones consagradas por el propio 
artículo 51, numeral 1, de la Constitución, en el cual se establece que 
por causa justificada de utilidad pública o de interés social, previo pago 
de su justo valor determinado por acuerdo entre las partes o sentencia 
de tribunal competente, se puede privar a una persona de su derecho 
de propiedad.

19)	 Desde el punto de vista de nuestro derecho no es posible agre-
gar otras causales que afecten el derecho de propiedad inmobiliario 
registrado en nuestro ordenamiento, por lo tanto, la interpretación del 
artículo 815 objeto de análisis mal podría generar la posibilidad de 
afectar el derecho de propiedad inmobiliario registrado, puesto que 
admitirlo sería avalar incorrectamente que después que un inmueble 
es registrado el derecho de posesión pueda generar derecho y afectar 
la imprescriptibilidad aplicable que es un imperativo inherente a ese 
derecho.

20)	 Cabe destacar, en puridad, que el razonamiento de la mayoría 
asume como postura —con acendrada gallardía pasmosa— que una 
vez discurre el plazo de referencia hay una presunción de partición 
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que convierte al excónyuge que se encontrare en posesión en propie-
tario, lo cual contrasta rotundamente con la realidad que aplica a los 
inmuebles registrados, es decir, la postura mayoritaria incurre en un 
error de apreciación colosal al sustentar que una posesión de 2 años o 
más después del pronunciamiento de un divorcio afecta el derecho de 
copropiedad, derivado de una disolución de la relación matrimonial y 
que extiende sus efectos a la propiedad registrada, lo cual contradice el 
orden jurídico sustantivo conforme la explicación enunciada.

21)	 Huelga destacar que un derecho de posesión jamás podría 
afectar el derecho de propiedad que ha sido previamente registrado, 
partiendo de que la posesión únicamente podría generar una situación 
jurídica constitutiva de derecho cuando se trate de inmuebles no re-
gistrados, es decir, la ocupación material como expresión de la noción 
de posesión cuando se trate de derechos registrado no es pasible de 
generar ningún derecho.

22)	 El principio IV de la Ley núm. 108-05, lejos de verse como una 
norma es una disposición, ya que su denominación es simplemente la 
correspondencia de una designación numérica que no pone en juego 
la diferencia entre norma y reglas jurídicas como contexto trascedente 
de la hermenéutica interpretativa, cuyo ejercicio se trata de aflorar en 
la fundamentación de la mayoría, puesto que dicho texto legal firme-
mente regula la imposibilidad de adquirir por prescripción adquisitiva o 
usucapión derechos sobre los inmuebles registrados, según se infiere 
del carácter registral de dicho cuerpo normativo. 

23)	 La dimensión regulatoria del enunciado texto lo que desarrolla 
y articula es la organización y funcionamiento del registro público de 
los derechos reales inmobiliarios y su régimen de publicidad. En efec-
to, la otrora Ley núm. 1542-47, disponía que: “No podrá adquirirse 
por prescripción o posesión detentatoria ningún derecho o interés que 
hubiere sido registrado de acuerdo con las prescripciones de esta Ley”. 
De ahí que, en modo alguno, un derecho inalienable e imprescriptible 
como el derecho de propiedad pueda desaparecer por haber transcurri-
do un término de prescripción determinado por la legislación adjetiva, 
sobre todo tomando en cuenta que el contenido de dicho principio se 
corresponde con una postura afianzada históricamente desde el punto 
de vista de la legalidad. 
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24)	 En el estado actual de nuestro derecho procesal la prescrip-
ción es la regla y la imprescriptibilidad es la excepción, por lo que, en 
principio, para que un tipo de acción adquiera tal naturaleza debe ser 
establecida por la ley; es lo que precisamente se deriva de nuestra nor-
mativa vigente, lo cual obedece a una realidad histórica fundamentada 
en la necesidad de propiciar en la propiedad inmobiliaria un estatus 
excepcional como garantía de la seguridad jurídica que involucra la 
estabilidad al propio Estado dominicano, lo cual ocurre precisamente 
en los albores de una ocupación y en consonancia con la necesidad de 
dotar a los propietarios de inmuebles registrados de la seguridad jurí-
dica indispensable para asumir el imperativo de crear un orden idóneo 
que diera el salto hacia la organización, puesto que representaba salir 
del caos y la crisis de la propiedad inmobiliaria que hasta el momento 
había prevalecido.

25)	 Según la postura asumida por la mayoría en el nuevo criterio 
tomado como parámetro para adoptar la sentencia dictada en ocasión 
de la contestación que nos ocupa “…no es el derecho de propiedad que 
prescribe, sino que lo que realmente prescribe es la acción en parti-
ción judicial o convencional…”, razonamiento este que el suscribiente 
no comparte, puesto que, en la especie, producto del ejercicio de la 
demanda en partición se persigue que un derecho de copropiedad en 
estado de indiviso finalice a fin de que cada quien reciba la parte que le 
es dable. En ese sentido, se deriva que la acción está indisolublemente 
ligada al derecho que se reclama. Indudablemente que si conforme 
a ese texto hay prescripción se estaría desconociendo la copropiedad 
que asiste a uno de los excónyuges fruto del divorcio. Se trata de una 
interpretación que se aparta totalmente de lo que el orden normativo 
objeto de análisis comporta en su contenido esencial.

26)	 En concreto, ciertamente no existe en nuestro ordenamiento 
jurídico una disposición normativa expresa que reconozca carácter de 
imprescriptible a la acción en partición por comunidad matrimonial, 
pero esto no es óbice para descartarla de plano de cara al proceso en 
los casos en que se trate de inmuebles registrados, en el entendido de 
que nuestro sistema registral no concibe un régimen de prescripción 
mientras exista copropiedad. Es decir, el texto de ley torna impres-
criptible toda acción en el que se encuentren involucrados bienes re-
gistrados. Es que en el estado actual de nuestro derecho no es posible 
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inferir que en el ámbito de la propiedad inmobiliaria registrada un texto 
consagre la posibilidad de adquirirse dicha propiedad por posesión por 
el simple hecho de que uno de los excónyuges se haya mantenido en 
posesión del bien por un espacio de 2 años o más. 

27)	 Conforme con lo expuesto, la presunción legal deducida del 
artículo 815 del Código Civil, en el sentido de que se efectuó la li-
quidación y partición de los bienes comunes de los exesposos, que 
aplica según la postura mayoritaria si a partir de los dos años que sigan 
al pronunciamiento del divorcio ninguno de los excónyuges asume la 
condición de parte diligente para hacerla efectuar, conlleva la pérdida 
de legitimidad por haber transcurrido el tiempo determinado por dicho 
texto normativo, sin hacer ningún tipo de distinción de la naturaleza 
de los bienes involucrados. Se trata de una situación que genera un 
problema con relación al carácter de imprescriptibilidad de los derechos 
registrados.

28)	 El aludido párrafo del artículo enunciado se refiere a pose-
sión, la que en nuestro ordenamiento jurídico en materia inmobiliaria 
registral no puede ser vista como una ocupación física del inmueble, 
tal como lo ha juzgado esta misma sede de casación al sustentar que 
la posesión no tiene aplicación en materia de terrenos registrados. El 
principio de que “la posesión vale título” se aplica en materia de bienes 
muebles, no de bienes inmuebles”.  En estos casos la posesión, más 
bien, alude a la persona que figura como titular del derecho de propie-
dad en el certificado de título o simplemente como casada. 

29)	 Compartimos la postura que otrora había prevalecido como 
jurisprudencia, que concernía a que la regla establecida por el artículo 
815 del Código Civil no puede aplicarse cuando se trata de derechos in-
mobiliarios registrados bajo el sistema Torrens, dado que los principios 
de especialidad y de imprescriptibilidad impiden que pueda adquirirse 
por prescripción o posesión detentatoria ningún derecho que haya sido 
registrado de conformidad con la ley de registro inmobiliario, cuando 
figuren como copropietarios ambos cónyuges en el certificado de título 
de que se trate y en el caso en que el certificado de título haya sido 
emitido durante la vigencia del matrimonio a nombre de uno solo de los 
esposos, pero en el mismo conste que está casado. 
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30)	 En igual sentido se ha pronunciado la Tercera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia al juzgar que la presunción de partición por causa 
de divorcio sustentada en el artículo 815 del Código Civil no aplica en 
el caso de que dentro de la comunidad existan inmuebles registrados a 
nombre de ambos esposos, puesto que de la interpretación combinada 
del indicado artículo 815 con las disposiciones de la normativa inmo-
biliaria, específicamente el principio IV de la Ley núm. 108-05, sobre 
Registro Inmobiliario, que prevé la imprescriptibilidad de los derechos 
registrados, se extrae que el derecho de copropiedad cuando recaiga 
sobre un inmueble registrado fomentado en una comunidad de bienes 
resulta imprescriptible. 

31)	 Las Salas Reunidas en ocasión de un recurso de casación 
derivado de una demanda incidental en nulidad de procedimiento de 
embargo inmobiliario interpuesta por la exesposa en curso de la vía de 
expropiación forzosa seguida en contra del exesposo, bajo el funda-
mento principal de que ella era la propietaria del inmueble embargado, 
en razón de que mantuvo la posesión del inmueble desde la disolución 
del vínculo matrimonial que la unía al deudor, estableció que si bien 
al momento de hipotecarse el inmueble objeto de la venta se había 
vencido el plazo de los dos años contados a partir de la publicación de 
la sentencia a que se refiere el artículo 815 del Código Civil, quedando 
prescrita la demanda en partición del inmueble embargado, no menos 
cierto es que el certificado de título que ampara el inmueble objeto del 
diferendo consignaba al embargado como casado con la demandante 
incidental, por lo que el procedimiento debió ser llevado en contra de 
ambos, pues la reclamante era copartícipe, con lo cual se reconoció a 
favor de la exesposa el derecho de obtener tutela respecto al derecho 
de copropietaria de un inmueble registrado luego de transcurrido el 
plazo de los dos años para demandar la partición.

32)	 La estricta aplicación del texto normativo objeto de comentario 
conllevaría derivar que un inmueble registrado se puede adquirir por 
prescripción del derecho de accionar una vez vencidos el plazo de 2 
años, lo cual conforme explicación precedente no es posible, puesto 
que la institución de la posesión en la materia que nos ocupa, sin im-
portar el tiempo que haya discurrido, no es posible en el contexto del 
sistema Torrens ni incide para adquirir derechos registrados.
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33)	 Es incuestionable que las disposiciones del artículo 815 del Có-
digo Civil no se corresponden con nuestro sistema registral inmobiliario 
actual, inspirado en los principios de especialidad, legalidad, legitimidad 
y publicidad, además de ser incompatible con esta; de manera que, en 
tanto que normativa de derecho común, debe presumirse derogada por 
aplicación del principio de que ley especial posterior deroga ley general 
anterior, al menos en lo que respecta a inmuebles registrados.

34)	 La presunción de partición que reglamenta el indicado texto 
puede regir en cuanto a otros tipos de bienes, pero no a los que se 
encuentran bajo el estatuto de registrados, puesto que se plantea una 
dicotomía entre esa disposición y la que consagra la imprescriptibili-
dad, en la que la primera debe ceder frente a la segunda por poseer 
los inmuebles registrados una protección y garantía absoluta desde el 
momento de su registro.

35)	 En el hipotético caso de que se pudiese retener la tesis de 
que estaríamos en presencia de dos normas contrapuestas aplicables 
a una misma situación jurídica se hace necesario determinar cuál de 
ellas debe prevalecer mediante la regla de la norma más favorable a 
la persona, en este caso, la disposición de la Ley núm. 108-05 que 
plantea un sistema de imprescriptibilidad que es de alcance mayor y, 
por ende, más beneficioso para el justiciable, en virtud de las reglas 
de interpretación que consagra la Constitución y un ejercicio de her-
menéutica, como noción de lo que es la ponderación, lo cual impone su 
prevalencia frente al enunciado artículo 815 del Código Civil que es más 
restrictivo. 

36)	 Cabe destacar que  el Tribunal Constitucional se ha pronuncia-
do con relación al principio de favorabilidad, haciendo un ejercicio de 
interpretación de lo que consagra el artículo 74.4 de la Constitución, en 
el sentido de que la Constitución  y los  derechos  fundamentales deben  
ser  interpretados  y aplicados de  modo  que se optimice  su  máxima  
efectividad, para favorecer  al  titular  del  derecho;  es  decir,  ninguna  
ley  puede  ser interpretada en el sentido de limitar o suprimir el goce 
y ejercicio de los derechos y garantías fundamentales. 

37)	 En el ámbito de la doctrina y jurisprudencia en el país de ori-
gen de nuestra legislación se concibe que cada proindiviso puede, en 
principio, usar y gozar de los bienes indivisos conforme a su destino, en 
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la medida de que sea compatible con el derecho de los otros proindivi-
sos y con el efecto de los actos regularmente pasados en el curso de la 
indivisión. 

38)	 Cabe destacar que la Primera Cámara Civil de la Corte de Ca-
sación francesa siempre se ha inclinado por la imprescriptibilidad de la 
acción en partición de bienes de la comunidad. Ciertamente en Francia 
el contenido del artículo 815, en lo relativo al plazo para el ejercicio 
de la acción en partición, no tuvo una evolución similar a la del texto 
nuestro, puesto que en virtud de una reforma instituida por la Ley 
núm. 935 del 25 de junio de 1935 se introdujo a nuestro Código Civil 
el párrafo que establece el plazo de la prescripción que es objeto de 
la controversia; sin embargo, constituye una ilustración palmaria de la 
tendencia en cuanto a la dimensión del derecho en el ámbito Francés y 
nuestra realidad.

39)	 El disfrute del derecho fundamental de propiedad lo garantiza 
el artículo 51 de la Carta Magna que dispone: “El Estado reconoce y ga-
rantiza el derecho de propiedad. La propiedad tiene una función social 
que implica obligaciones. Toda persona tiene derecho al goce, disfrute 
y disposición de sus bienes. 1) Ninguna persona puede ser privada de 
su propiedad, sino por causa justificada de utilidad pública o de interés 
social, previo pago de su justo valor, determinado por acuerdo entre 
las partes o sentencia de tribunal competente, de conformidad con lo 
establecido en la ley. En caso de declaratoria de Estado de Emergencia 
o de Defensa, la indemnización podrá no ser previa; 2) El Estado pro-
moverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad, en especial a 
la propiedad inmobiliaria titulada…”.

40)	 El Tribunal Constitucional se ha referido respecto a este derecho 
de la siguiente manera: Este derecho a la propiedad fue previamente 
consagrado en el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, según el cual toda “persona tiene derecho a la propiedad, in-
dividual y colectivamente”, y nadie puede ser “privado arbitrariamente 
de su propiedad”. Lo recoge, además, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en su artículo 21, al establecer que: “Toda persona 
tiene derecho al uso y goce de sus bienes”, y, asimismo, que “Ninguna 
persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de 
indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y 
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en los casos y según las formas establecidas por la ley. En virtud de las 
disposiciones precedentemente descritas, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha reiterado jurisprudencia en la que señala como 
atributos de la propiedad el uso y goce del bien, definiendo los bienes 
como cosas materiales apropiables, así como todo derecho que pueda 
formar parte del patrimonio de una persona; además, dicha Corte ha 
establecido un concepto amplio de propiedad, determinando que ésta 
comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos corporales 
e incorporales y cualquier otro objeto inmaterial susceptible de valor. 
En ese mismo tenor, este Tribunal dispuso que la concesión del dere-
cho de propiedad tiene tres dimensiones para que pueda ser efectivo, 
como son: el goce, el disfrute y la disposición, definiendo el derecho 
de propiedad como el derecho exclusivo al uso de un objeto o bien 
aprovecharse de los beneficios que este bien produzca y a disponer de 
dicho bien, ya sea transformándolo, distrayéndolo o transfiriendo los 
derechos sobre los mismos (sentencia TC/0088/2012).

41)	 Cabe resaltar que desde el punto de vista constitucional la 
Constitución de la República otorga al derecho de propiedad una ga-
rantía que abona en beneficio del principio de seguridad jurídica, el cual 
doctrinalmente se concibe como “la continuidad de la jurisprudencia de 
los tribunales, la confianza del ciudadano, basada en ella, de que su 
asunto será resuelto de acuerdo con las pautas hasta entonces vigen-
tes, es un valor peculiar”. El principio de seguridad jurídica protege al 
individuo y al ciudadano contra lo arbitrario, lo imprevisto y lo impre-
ciso; consiste en que la situación estable no sea modificada arbitraria-
mente ni por la incontingencia, ni por lo imprevisto. En ese sentido, el 
principio de inercia no significa que todo lo que es deba permanecer 
inalterable, sino solo que bajo ese ámbito sería irracional abandonar sin 
fundamento una concepción ya aceptada.

42)	 De conformidad con lo expuesto y en virtud del principio del 
deber de protección que debe brindar el Estado al derecho de propie-
dad derivado de las disposiciones consagradas en el citado artículo 51 
de la Carta Magna, la decisión adoptada resultaría incompatible con el 
principio de seguridad jurídica, debido que aplicar dicho régimen de 
prescripción en la forma que lo contempla el artículo 815 del Código 
Civil plantea un trato manifiestamente desigual entre quien resulte co-
propietario de un inmueble registrado post divorcio y quienes asuman 
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esa misma condición como cuestión general, es decir, cualquier otra 
copropiedad indivisa que genere sin distinción cotitularidad en mate-
ria de inmueble registrado, lo cual es contraproducente con el orden 
constitucional que consagra la igualdad como un derecho fundamental, 
lo cual representa una conquista de siglos en la evolución de nuestro 
ordenamiento jurídico. 

43)	 Desde el punto de vista de la noción de la interpretación de la 
norma y de la argumentación jurídica constituye un deber imperativo 
de los tribunales concebir la aplicación directa de la Constitución, lo 
cual representa un ideal de justicia propio del estado social democrá-
tico de derecho, que no es más que la apertura del pluralismo jurídico 
visto en la arista neo-constitucional, en el que  se ha dado paso a lo que 
se denomina el estado judicial de derecho como eje de la renovación de 
los ordenamientos jurídicos.

44)	  Según la postura del suscribiente, al momento de producir-
se el divorcio entre los cónyuges unidos por comunidad de bienes el 
acervo común pasa a ser copropiedad de ambos. En ese sentido, tanto 
el derecho que recae sobre un inmueble registrado fomentado en una 
comunidad de bienes como la acción en partición para hacerlo valer re-
sultan imprescriptibles por aplicación de lo dispuesto en el principio IV 
de la Ley 108-05 de Registro Inmobiliario y el artículo 51 numerales 1 y 
2 de la Constitución. En su visión ideológica el estudio del derecho debe 
afianzarse en el análisis de la función de las normas, los resultados 
concretos de su aplicación y la conexión con los valores que la inspiran. 

45)	 Ciertamente es válido admitir que la propiedad es un dere-
cho sometido a determinadas reservas, por tanto, si un inmueble ha 
sido transferido y entra al patrimonio de otra persona física o jurídica, 
cuyos derechos figuren registrados, tal como lo consideró el Tribunal 
Constitucional en la sentencia citada por la mayoría en la decisión que 
constituyó el giro jurisprudencia, el Estado tiene el deber de garanti-
zar y proteger los derechos adquiridos por esos terceros cuando sean 
adquirientes de buena fe, pero esta hipótesis se trata de una situación 
jurídica distinta a la casuística que concierne a las partes en la presente 
litis y que amerita otro tipo de solución jurídica, puesto que en la pre-
sente contestación lo que se sostiene es que la propiedad inmobiliaria se 
pierde como producto de la posesión detentada por  quien se encuentre 
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ocupando por un espacio de 2 años a partir del pronunciamiento de la 
sentencia de divorcio.

46)	 Igualmente, la postura mayoritaria precisa en el cambio de 
criterio, avalado según la sentencia núm. 2170/2021, de fecha 31 de 
agosto de 2021, que la parte beneficiaria de la presunción de partición 
por prescripción de la acción le corresponde accionar por ante la juris-
dicción civil correspondiente para consumar su estatus de propietario 
del o los inmuebles, ya que esta [es] la jurisdicción más idónea y la que 
se encuentra en mejores condiciones para decidir al respecto. 

47)	 Se trata de una postura que se coloca al margen de lo que son 
los principios del sistema Torrens, generando una alteración significati-
va a sus cimientos, afianzados por más de 100 años como propulsor de 
la seguridad jurídica, puesto que igual podría la parte perjudicada con 
el pronunciamiento de la prescripción promover una litis sobre derecho 
registrado apoderando la jurisdicción inmobiliaria, a fin de determinar 
la proporción de la copropiedad que le corresponde, en el entendido de 
que una vez intervine el divorcio ambos excónyuges que habían per-
manecido casado bajo el régimen de comunidad pasan a ser codueños, 
en igualdad de condiciones, con derecho a reclamar el porcentaje que 
le corresponde; por lo tanto, la decisión que se dictare en el foro civil 
generaría una situación compleja en el orden procesal, lo cual no fue 
tomado en cuenta al adoptar dicha postura, a nuestro juicio incorrecta.

48)	 Cabe destacar que el principio de legalidad es inherente a las 
democracias contemporáneas, el cual consiste en que todo acto de 
los órganos del Estado debe encontrarse fundado y motivado en una 
norma legal, la que a su vez debe estar conforme a la Constitución. El 
principio de legalidad en sentido formal implica que es inválido todo 
acto de los poderes públicos que no esté expresamente autorizado por 
la ley, mientras que el principio de legalidad en sentido sustancial se 
refiere a que es inválida toda ley que confiera un poder sin regularlo 
completamente.

49)	 Otro aspecto no menos relevante que se impone destacar 
concierne al hecho de que es inidóneo procesalmente que después de 
una decisión con el beneficio de la cosa irrevocablemente juzgada —lo 
cual implica un desapoderamiento de la jurisdicción civil— se pudiese 
acudir por ante el tribunal de la misma categoría a fin de que adopte 
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una segunda solución sobre lo que, según la posición mayoritaria, 
constituye un beneficio producto de una presunción de partición, lo 
cual se erige en una interpretación a nuestro juicio errada. En ese 
sentido, la posición mayoritaria asume un arrojo inaudito al abordar la 
temática en el contexto de que quien haya mantenido la posesión se 
convierte en dueño; lógicamente que esa presunción de conversión en 
dueño se encuentra alejada de la naturaleza de la propiedad inmobi-
liaria registrada, puesto que una vez interviene un certificado de título 
como producto de un saneamiento la posesión en ningún caso genera 
derechos por más prolongada en el tiempo que fuese, por imperio de la 
aplicación de la institución de la imprescriptibilidad. Sin embargo, ese 
principio es desconocido por la decisión mayoritaria.

50)	 En consonancia con lo expuesto, la postura mayoritaria en el 
contexto de la interpretación del artículo 815 del Código Civil, se colo-
ca al margen del principio de que el Estado Dominicano se encuentra 
obligado a salvaguardar y garantizar la estabilidad de la propiedad 
inmobiliaria registrada, como producto de los principios que la rigen 
no solo según el mandato de la Ley núm. 108-05, citada precedente-
mente, sino por la categoría de derecho fundamental que reviste dicha 
propiedad, según lo consagra la Constitución, en tanto que conquista 
afianzada desde la revolución francesa hasta nuestros días. En esas 
atenciones, desde el clamor de la fuerza imperiosa de la razón, aun 
cuando respetamos la decisión de mayoría, no es posible aplicar el 
texto en cuestión en materia de inmueble registrado; espero poder 
convencer a la mayoría para que abandonen semejante aberración 
antes de mi seguro sepulcro.

51)	 La argumentación que hemos desarrollado se basa en el ade-
cuado sentido del derecho inmobiliario y las reglas que imponen la 
Constitución y la Ley núm. 108-05, como mandato de optimización 
normativa que dejan claro que las razones de la razón se fundamentan 
en la verdad jurídica, a partir del juicio lógico, en tanto que imperativo. 

52)	 En ese sentido,  entendemos que la posición mayoritaria en 
lo que concierne a la interpretación del artículo 815 del Código Civil, 
estrictamente en lo que a bienes inmuebles registrados se refiere, se 
torna en un razonamiento contrario a las normativas legales vigente y 
al principio de igualdad consagrado en el artículo 39 de la Constitución, 
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numerales 1, 3, y 4, en el entendido de que se asume incorrectamen-
te que la copropiedad indivisa como producto de un divorcio cuando 
versa sobre inmueble registrado no tiene el mismo tratamiento que le 
corresponde a cualquier otra persona que se encuentre en ese estatus. 
Es decir, un derecho de copropiedad entre particulares mantiene una 
eficacia invariable en el tiempo, pero cuando se trata de la misma si-
tuación generada en ocasión de un divorcio aplica un régimen distinto 
o, para mayor entendimiento, cuando la cotitularidad de un derecho 
es entre divorciados la posesión genera prescripción, según la tesis de 
mayoría, lo cual no resiste el más elemental test de validez normativa.

53)	 Según la sentencia impugnada y los documentos que fueron 
valorados se advierte que la demanda en partición involucra varios 
bienes inmuebles registrados fomentados durante la comunidad legal, 
según los certificados de títulos núm. 61-75 y 72-32, y la matrícula 
núm. 1400001930, conforme las pruebas aportadas a la sede de fondo. 
La corte a qua retuvo, válidamente, que al involucrar la contestación 
que nos ocupa tres bienes inmuebles registrados la acción se torna 
imprescriptible.

54)	 En atención a la situación antes expuesta, en este caso, el 
ponente se encuentra en total desacuerdo con la postura adoptada, por 
lo que sustentamos que el razonamiento correcto sería el rechazo del 
presente recurso de casación partiendo de la interpretación inveterada 
del artículo 815 del Código Civil.

Firmado: Justiniano Montero Montero, Juez

César José García Lucas, secretario general de la Suprema Corte 
de Justicia, certifico y doy fe que la presente sentencia ha sido firmada 
digitalmente por los jueces y el secretario que figuran en la estampa.
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